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INTRODUCCION
El fenómeno de las migraciones y los desplazamientos poblacionales intraregionales no constituye una situación extraña para las distintas disciplinas sociales que han estudiado sus diferentes características. Lo que sí resulta distinto y aparezca como novedad es que este tema se esté convirtiendo actualmente en un problema multidimensional asociado al racismo, ya que en su dinámica e interacción están involucrados una serie de situaciones y  actores estatales, políticos, económicos y culturales que generan una diversidad de consecuencias en distintos campos y que afectan tanto a los países receptores de migrantes como a los originarios. 

En estos tiempos de transnacionalización económica y globalización sociocultural, la problemática del racismo y sus múltiples expresiones dependientes –xenofobia, discriminación, intolerancia, prejuicio, exclusión, etc.- aunque no sean similares en sus contenidos, aparecen como temas medulares en las agendas de algunos gobiernos y en los programas de investigación de diferentes instituciones. Este aspecto es curioso por cuanto se había asumido que con el advenimiento de la modernidad y su sentido liberal y “tolerante” de convivencia, el concepto de raza, visto desde una perspectiva eminentemente biológica, por ser acientífico y lleno de prejuicios, había desaparecido o no era utilizado luego de la condena a los distintos holocaustos promovidos por varios regímenes totalitarios a lo largo de este siglo y de la acción legislativa de varios países y de innumerables organismos internacionales para superar este tipo de odios humanos. Los hechos acontecidos en la Europa “integrada” y contemporánea; la persistencia de grupos abiertamente declarados racistas en los EEUU; la intolerancia expresada hacia los migrantes de los países limítrofes en varios países latinoamericanos; y la continuidad de un pensamiento derivado de estructuras coloniales, son elementos que dan al traste con la intención de pensar en la desaparición del problema del racismo. 

Los modelos económicos preponderantes que caracterizan al mundo actual, salpicados de fuertes ideologías basadas en la competencia de los individuos, la flexibilización laboral, el consumo galopante y una constante inserción tecnológica relativamente homogénea, no constituyen procesos que conducen a que el maravilloso desarrollo instrumental masmediático redunde en mejorías manifiestas para la población. Al contrario, entre los procesos sociales y culturales que caracterizan a esta época es importante señalar a las conflictividades nacionales y étnicas, el recrudecimiento de las violencias y la exclusión y la difusión de posturas “escencialistas” basadas en supuestos idearios identitarios unívocos que valoran negativamente, separan y condicionan la convivencia común a los “otros”, los “indeseables”, los extranjeros, los advenedizos, los migrantes. Es un tiempo donde han reaparecido viejos modos de estigmatización contra determinadas identidades colectivas a la par de la difusión de nuevas desacreditaciones culturales sustentadas en estereotipos de distinta índole. De esa manera y relacionado con este asunto, uno de los aspectos más interesantes es el alto grado de “eufemización” con el que se presentan en muchos discursos los contenidos discriminadores
. 

En una época de cambios acelerados, los problemas de pertenencia a determinadas identidades nacionales y a minorías étnicas, ubicadas en varios escenarios de la vida cotidiana de muchos países, se relacionan cada vez más con otras cuestiones sociales; básicamente con la existencia de vacíos políticos y culturales que surgen con la pérdida de función del Estado uninacional en términos de integración social, la reestructuración de las esferas laborales, las políticas migratorias, el debilitamiento de los movimientos sociales tradicionales y el aparecimiento de grupos políticos radicales e intolerantes que basan su discursividad en el ataque permanente a lo extraño y distinto, identificando en ese ejercicio lo extraño y distinto como atributos de un “enemigo foráneo”. No parece extraño, entonces, la proliferación de muchos grupos nacionalistas y de extrema derecha en varios países que hacen uso del racismo como objeto de su movilización y convocatoria ideológica. En ese contexto, la presencia de minorías étnicas, culturalmente distintas a las mayoritarias “nacionales”, generan como mecanismo de defensa una lógica de “diáspora”, una especie de autocentramiento identitario y comunitario como estrategia de protección para hacer frente a las hostilidades desatadas por esos grupos radicales, muchas veces amparados en la cuestionada gestión de una cultura institucional cómplice con esas acciones.

Se supone, además, que en los procesos de integración regional y de libre comercio, vinculados aparentemente con la libre circulación de personas y la existencia de competencias legales supranacionales –facetas extensamente publicitadas por los diferentes gobiernos -, existen una serie de discursos, planes, programas e intenciones políticas que expresan y construyen una imagen bondadosa y facilitadora de los temas relacionados con los aspectos migratorios; todos ellos asociados con las exigencias de la globalización, la plena inserción en el sistema mundial y la interdependencia. No obstante, los actos de intolerancia, discriminación y racismo de los que somos víctimas o espectadores, nos confirman que estamos atravesando por una etapa contradictoria y paradójica, plagada de ideologías derivadas de un modelo excluyente, inequitativo y concentrador de la riqueza en pocas manos. De esa forma, la difusión de las “bondades” integracionistas se presentan más como un deseo público y privado de agregación de intereses y expansión de mercados, y menos como la posibilidad de generar una convivencia intercultural basada en la tolerancia, el respeto a los derechos humanos, la democracia y una cultura de paz. 

Estas situaciones son las que más se están difundiendo en los sitios receptores de inmigrantes y en los contextos donde existen redefiniciones de pertenencia a una identidad nacional que afecta incluso a viejos pobladores de un mismo espacio territorial nacional. No es por tanto, ninguna paradoja que el racismo de finales del siglo veinte se presente como un racismo peculiar, un racismo predominantemente diferencialista (Wieviorka 1997:102). Pero esa actitud racista de rechazo a la diferencia o miedo a la “otra” cultura no es sintomática y universal, tiene ubicados a cierto tipo de seres humanos, casi siempre migrantes de países pobres; situación que nos dice mucho sobre la persistencia de ciertos imaginarios sociales que contraponen una cultura progresista, modernizadora y universalista contra una particularista y supuestamente primitiva.

Lo que está sucediendo en distintas áreas y regiones no es muy distinto a lo que  acontece en América Latina. Los procesos migratorios se han presentado de forma constante en los distintos contextos e historias nacionales. La misma construcción de los diferentes estados  y la idea imaginaria de la consolidación de la nación ha atravesado por coyunturas y situaciones de integración, forzosas unas, voluntarias otras, que ubicaban a las migraciones como un asunto que debía ser tratado por las instituciones sociales y políticas en cada país.

Curiosamente, en estos momentos, cuando se difunde las bondades de la globalización y la integración regional y subregional, aparecen una serie de acciones en los países receptores de los migrantes que se caracterizan por ser estigmatizantes, discriminatorias y racistas, ya que  casi todos estos comportamientos se canalizan hacia los "nuevos advenedizos", sean trabajadores migrantes, desplazados por la violencia política y en varios casos refugiados económicos. En ese sentido, es necesario destacar que los procesos migratorios que presentan actitudes racistas en los países receptores están acompañados de situaciones que vulneran los derechos humanos de esas personas que han debido migrar por una serie de condiciones adversas que atentan contra sus expectativas de desarrollo familiar y su calidad de vida. En efecto, los migrantes regionales son en muchas ocasiones masas de desocupados que han sido expulsados de su país de origen por las medidas y políticas de ajuste adoptadas al seguir un modelo de desarrollo que se ha caracterizado por la exclusión,  el desempleo, la inequidad y la falta de certidumbre  económica para esas poblaciones.  

Actualmente, diversos países latinoamericanos, convertidos en depositarios de inmigrantes o refugiados económicos, políticos y sociales, vienen aplicando políticas restrictivas al ingreso de extranjeros dentro de sus territorios nacionales; convirtiéndose aquellos en chivos expiatorios para justificar errores internos de  la conducción política y económica. 

En este nuevo contexto, ya no se trata de resaltar las virtudes civilizadoras de las iniciales poblaciones migratorias, básicamente las de corte etnocéntrico blanco; ahora, el distinto es un sujeto muy diferente que por ser portador de rasgos fenotípicos indios, negros o representar un imaginario del "bárbaro" invasor, se convierte en el depositario de los miedos y perversidades de los pobladores locales. Estamos inmersos en una suerte de relectura de los mitos originarios nacionales que no tienen cabida para los nuevos migrantes.

MIGRACIONES Y TENSIONES CULTURALES: LA DIFICIL RELACION ENTRE COMPLEMENTARIDAD ECONOMICA Y AMBIGÜEDAD NACIONALISTA

El establecimiento de mercados regionales representa una posibilidad de los países latinoamericanos para enfrentar las condiciones desfavorables en que deben asumir los retos de la globalización, pues mediante esos procesos, se obtienen relativas ventajas comparativas para las industrias a través de la generación de economías de escala que promueven un aumento de las expectativas de inversión extranjera, mayores niveles de incorporación tecnológica y un creciente flujo de personas, capital, información y servicios entre países, instituciones y empresas (Cepal, 1994).

Desde esa perspectiva, no se puede negar que se ha generado una proliferación de acuerdos firmados a lo largo de éstos últimos diez años por varios países
; sin embargo, las asimetrías existentes entre los países suscriptores de los tratados, pues unos son mas desarrollados que otros, plantean desigualdades en el acceso equitativo a recursos e información que trae consecuencias en los beneficios de la integración económico comercial. Pero más importante aún, en el plano de la libre circulación y permanencia legal de las personas extranjeras, es la dualidad con la que se maneja el tema de los migrantes que son funcionales con la lógica capitalista de mercado. 

En su afán de abaratar los costos de producción, las distintas empresas nacionales e internacionales, amparadas en las políticas económicas imperantes, han logrado sacar provecho de la mano de obra migrante disponible, a los cuales se los emplea incumpliendo las elementales normas sobre salarios mínimos, de seguridad social, y lo que es peor, violando sistemáticamente los derechos humano de esa población. En ese sentido, el impacto social que conlleva esta difícil situación, no solo se expresa en las pésimas condiciones de vida del trabajador y de su familia, sino en la inseguridad jurídica del migrante que está sujeto al círculo vicioso existente entre su permanencia legal, las presiones corporativas de las empresas y la actitud ambigua de los Estados que promueven, por un lado, un discurso estigmatizante y discriminador vinculado con las restricciones migratorias en defensa de su nación, asunto que en el fondo constituye un enmascaramiento de los déficits de gobernabilidad y una adecuada conducción económica de su país; y por otro, la difusión de las supuestas bondades de la flexibilización laboral que es necesaria para los intereses de las empresas locales y extranjeras que han invertido en sus territorios.    

El problema se vuelve complejo cuando los países receptores de migrantes, necesitados en un primer momento de esos trabajadores, se ven inmersos en las crisis cíclicas del modelo adoptado, especialmente en la capacidad de generar empleo a su población
. En ese contexto, la inestabilidad laboral y los elevados índices de desocupación por los que atraviesan los países de la región, constituyen el pretexto más idóneo para reforzar el rechazo a los extranjeros que son vistos como una amenaza constante a las reducidas fuentes de trabajo existentes.   

Son en esos precisos momentos cuando se intensifican las actitudes racistas, xenófogas, discriminatorias e intolerantes vinculadas a un discurso nacionalista. Ubicados los chivos expiatorios, por lo general migrantes o desplazados que presentan cualidades identitarias diferentes, se ponen en ejecución una serie de imaginarios sociales que cuestionan la pertinencia y la calidad de los procesos de integración, al mismo tiempo que construyen escenarios cotidianos de conflictividad social y cultural que sobrepasan las capacidades del Estado para hacer frente a esa problemática. 

Racismo y Nacionalismo

Los cambios culturales a las que están sometidas actualmente las sociedades nacionales en distintos países latinoamericanos constituyen una dinámica que lleva necesaria y cotidianamente a un encuentro con el "otro". Las migraciones y el constante flujo de procesos económicos y culturales inciden particularmente en las grandes ciudades; promueven distintos niveles de interacción entre identidades particulares; inciden en la diversificación social y multiplica la generación de identidades colectivas. Si hasta hace unas décadas, el discurso sobre la alteridad representaba un recurso necesario para la afirmación de la identidad nacional; ahora el extraño y el extranjero están presentes cotidianamente en los distintos ámbitos de las sociedades locales y es asumido como una amenaza para las "identidades excluyentes"
 que se identifican con los discursos nacionalistas provenientes de los más variados sectores de la sociedad .  

Las características ambiguas que están presentes en los nacionalismos, en tanto constituyen una construcción imaginaria cargada de rechazo hacia los diferentes, a los que se consideran inferiores por no poseer los atributos de la "nación"
; y al mismo tiempo, a través del Estado, establecer una función integradora de la sociedad por medio de procedimientos de inclusión - exclusión en los individuos, pueblos, regiones y culturas, institucionaliza, de hecho, prácticas y mentalidades discriminatorias en el sentido común de la población. En palabras de Hobsbwam,

“El racismo es, de alguna manera, el exceso constituyente o el suplemento interior del nacionalismo: ese suplemento necesario para que los Estados - nación logren proyectar en la vida cotidiana y en una perspectiva histórica una clausura que sería imposible desde un punto de vista material o cultural y que sin embargo las sociedades nacionales persiguen en una suerte de indefinida huida hacia delante, particularmente en sus períodos de crisis”
.

Tomando en cuenta este panorama, el que los Estados latinoamericanos hayan intentado, con resultados diversos, transformarse en naciones a semejanza del modelo europeo, se debe al hecho de que la nación viene a constituirse en uno de los valores más importantes de la modernidad. El tipo de lealtad que el Estado moderno requiere para su funcionamiento se logra mejor si los ciudadanos participan, no sólo de manera racional - instrumental, sino también de la mitológico - ritual en los aspectos integradores de la nación para lograr su preservación y realización. 

Independientemente de que los debates relacionados sobre el desarrollo de la nación sean sustentados por varias teorías
, unas económicas y estructuralistas que ven en el capitalismo y en la expansión del mercado la fuente del aparecimiento del nacionalismo; otras, constructivistas, románticas y escencialistas que interpretan el nacionalismo como un fenómeno de formación identitaria pre - estatal, la importancia radica en que actualmente el problema del nacionalismo merece ser abordado desde distintas entradas teóricas multidisciplinarias, debido a que la complejización cultural de las sociedades que están sumergidas en esa problemática ameritan una relectura de sus significados identitarios contemporáneos. 

En efecto, hay que tomar en cuenta que los nacionalismos se representan de distinta forma en cada estado y sociedad nacional y contienen sus propias peculiaridades. No se trata de establecer grados de valor, entre, por ejemplo, el nacionalismo mexicano que se ha sustentado en un discurso fundacional, mítico y milenario de matriz indígena, y por ello aparecer como una construcción más liberal, tolerante y democrática; o por el contrario, argumentar que los nacionalismos de los países del como sur han sido patrimoniales, autoritarios y etnocidas con su población india. 

Si bien existen verdades irrefutables en estos aspectos, lo importante es determinar cómo esos sentimientos de pertenencia nacional construyen órdenes jerárquicos, excluyentes y racistas respecto a los que consideran inferiores e incivilizados. De hecho, las posiciones nacionalistas en general sustentan la idea de que si la identidad nacional es asumida como algo esencial para la estabilidad política, y piensan también que dicha identidad implica lealtad hacia las instituciones y prácticas consuetudinarias de lo que se entiende como nación; entonces se considerará necesariamente como algo desestabilizador el influjo y presencia de gente no comprometida con esas instituciones y prácticas socio culturales nacionales.

En ese terreno, el problema se torna complejo cuando el discurso nacionalista es invocado por grupos movilizados que generan acciones colectivas racistas a la vista y paciencia de las autoridades estatales, muchas veces con su complicidad y amparados bajo un manto protector de un falso nacionalismo que viola los DDHH de las personas consideradas distintas, ubicadas a través de concepciones estigmatizantes que presentan distintas figuras asociadas por lo general  su condición de ilegales, indocumentados, pobres, indios, negros, etc.; incluso, el papel desempeñado por los medios de comunicación, asociados en varios casos a los intereses corporativos del Estado y de empresas nacionales, ejercen un poder tan importante sobre el tema de migración y extranjería que se convierte en parte de las agendas de política pública de los gobiernos
. De esa forma, los migrantes son relacionados a determinadas problemáticas como la delincuencia, la inseguridad, la ilegalidad, la falta de integración a la cultura “nacional”, a la reducción de fuentes de trabajo para la ciudadanía local, etc.; aspectos y comportamientos que en definitiva evidencian la existencia de un racismo institucional (Casaravilla: 2000). 

El problema de la relación entre nacionalismo y racismo se complica aún más, ya que al circular la idea de defender la identidad cultural del país receptor, se proponen una serie de medidas que por lo general consisten en evitar la mezcla y lograr la expulsión de los inmigrantes, considerados inasimilables, para lo cual hay que reforzar la seguridad nacional en las fronteras. Esta serie de situaciones, no solo contradicen los convenios firmados entre países fronterizos en épocas de paz e integración, sino que constituyen posiciones retrógradas para el concepto de interdependencia económica regional. Ahí se expresan, precisamente, las tensiones y ambigüedades a las que nos referíamos. 

Desde esa perspectiva, la vinculación entre racismo - visto en términos amplios -; la xenofobia y el nacionalismo, vendría dada por las actitudes, movilizaciones y culturas institucionales indicadas, pero también por la discriminación y la exclusión a las que den lugar y fomenten determinadas ideologías nacionalistas. Concretamente, las diversas formas de racismo, discriminación y de exclusión, asociadas a la búsqueda de la homogeneidad nacional que promueven códigos de identidad excluyentes y cierran el paso a la ciudadanía a determinados grupos, al exigir su expulsión o desaparición, evidencian el vínculo existente entre la aspiración nacionalista a la preservación de un espacio nacional culturalmente homogéneo y las dinámicas de exclusión interior a las que esa aspiración puede abocar, especialmente en los períodos de crisis (Alvarez, 1997 :9). 

En ese contexto, una de las principales críticas al nacionalismo de este tipo es que puede conducir a racismos extremos, ya que supone una esencia, un núcleo constante y perenne de identidad inmutable. Una de las consecuencias de la que se sirve el racismo dentro del nacionalismo es precisamente el de recoger sentimientos míticos e ideológicos dentro de los movimientos sociales para generar una serie de lógicas de combate a las diferencias que presentan y expresan los distintos grupos e individuos considerados no nacionales (Rivera, 1999).

Curiosamente, el proceso de globalización, el impulso a los mecanismos de difusión masmediáticos y la era de intercambio planetario en lo cultural no ha supuesto la decadencia y desaparición de los sentimientos de pertenencia nacional. Al contrario, en los tiempos modernos, los sentimientos comunales generados por la nación son altamente considerados y buscados como sustento de las lealtades de grupo y representa uno de los valores simbólicos más importantes en términos de convocatoria y acción social.

DEMOCRACIA, DERECHOS HUMANOS Y MULTICULTURALISMO: En busca del “deber ser”.

La relación y convivencia entre personas de distintos bagajes culturales es tan antigua como la humanidad misma. En ese largo periplo histórico, la forma Estado ha sido la encargada de procesar, independientemente de los resultados obtenidos, las complejidades, tensiones y conflictos que genera la existencia de la diversidad identitaria al interno de las sociedades nacionales. En el último medio siglo, constituye un indicador positivo el hecho de que a través del Estado se haya extendido cuantitativamente la democracia y que ésta, a pesar de las dificultades que presenta en muchos países y de sus limitaciones institucionales, se presente como una forma legítima de gobierno. 

Sin embargo, en estos momentos que muchos consideran que asistimos a una nueva ola de democratización a nivel mundial (Huntington, 1997), varios de los contenidos procedimentales y valores éticos de la misma democracia se ven cuestionados por la emergencia de distintas tensiones y problemas no resueltos
. Uno de ellos tiene que ver con la falta de compromiso y la aplicación de los diferentes convenios y acuerdos, tanto internos como externos en materia de derechos humanos, pero también con la ausencia de una voluntad política férrea para combatir los distintas formas enmascaradas con que se presentan las mentalidades y acciones racistas e intolerantes.    

Desde un punto de vista crítico, la vieja pero persistente idea de la democracia liberal, basada en la homogeneización del derecho para todos, un derecho que sea extendido sin discriminación, viene a representar una suerte de abstracción o intención imaginaria colectiva incumplida, si la pensamos desde el real divorcio existente entre la cantidad de leyes que se han creado para lograr una convivencia democrática y las prácticas generalizadas de su incumplimiento en distintos niveles de la sociedad y del Estado. Es por ello que varios autores sostienen que para consolidar la democracia real y lograr el establecimiento de un marco general de protección a los derechos humanos, es necesario sobrepasar la preocupación de los ámbitos internos en que varios países asumen la forma democrática, a un escenario de exigibilidad global, política e interdependiente, sustentada en la noción de democracia cosmopolita
, asociada a su vez, en términos de amplios derechos para las personas, a la idea del multiculturalismo.   

En efecto, en un mundo que se encuentra atravesado por intercambios culturales intensos, no existe democracia sin el reconocimiento de la diversidad identitaria de las personas y sus derechos, sean estos individuales o colectivos, e incluso, si esas personas no forman parte de la sociedad nacional y Estado que gobierna a la población mayoritaria. Si asumimos que las democracias multiculturales adoptan el reconocimiento de la pluralidad de intereses, opiniones y valores como su razón de existir; entonces no habría de que preocuparse porque la democracia y la constelación de derechos estarían íntimamente relacionados.

Sin embargo, como buen propósito o “deber ser”, la idea de democracia multicultural, por más acabada que ésta sea, y de hecho se encuentre funcionando en distintos países que han logrado establecer una convivencia pacífica en base a la resolución de conflictos identitarios y  el respecto profundo de los DDHH; no han podido eliminar las distintas formas de racismo, exclusión, discriminación e intolerancia que subsisten al interior de estos “modelos” democráticos.   

Para explicar esta situación contradictoria parecen existir dos tipos de interpretaciones. La primera de naturaleza institucional, se encuentra relacionada con la pérdida de las capacidades de gestión democrática de los Estados nacionales para procesar la serie de derechos que se han ido extendiendo de forma universal, amparados no sólo por los niveles actuales de interdependencia, sino por los mismos compromisos adquiridos por parte de esos Estados en la comunidad internacional. Este factor ha incidido en una sobrecarga de responsabilidades que no se pueden asumir, ya que existe una reconocida crisis de los estados nacionales en varios sentidos, y lo que es más grave, que esa exigibilidad de derechos constituye una dinámica que dista mucho de haber concluido.    

La segunda interpretación, de corte posestructuralista, afirma que la forma ideal de la ideología del capitalismo global es la del multiculturalismo, y que éste último, no sólo que es funcional a los designios de la lógica económica global, sino que el mismo concepto de multiculturalismo aparece como una posición global vacía de contenido. Esta postura, incluso, llega a plantear que el multiculturalismo es una expresión del imperialismo cultural occidental (Zizek, 1998: 172). En ese sentido, el problema de la democracia y lo derechos humanos pasan a un segundo orden, ya que estarían supeditados a las decisiones de quienes construyen esta nueva fase cultural mundial.    

Independientemente de estas posiciones, lo cierto es que nos encontramos ante una serie de complejidades y situaciones que expresan el poco tratamiento y resolución del problema de la relación que debe establecerse entre la democracia, vista como la mejor instancia de exigibilidad de los DDHH, en este caso de los migrantes; la persistencia de valores discriminadores e intolerantes y lo que esas personas esperan de los Estados nacionales para lograr una vida con dignidad. Es por eso que todos estos temas quedan como una asignatura pendiente que debe ser trabajada por todos los sectores que sientan un compromiso digno, político y humano para que ese “deber ser” se haga realmente efectivo.

Gestión democrática y el “problema” migratorio

La cuestión de un adecuado tratamiento democrático de las migraciones se complica porque cada país tiene disposiciones distintas en esa materia. Las diferencias tradicionales entre las categorías de migrantes ya no son aplicables actualmente, y por ende, las políticas migratorias de los países están cuestionadas. Con frecuencia, las políticas migratorias se basan en la premisa de que es posible distinguir claramente entre distintos tipos de migrantes como por ejemplo, personal calificado, trabajadores, familiares, exiliados, refugiados, asilados, desplazados, indocumentados, migrantes transitorios o permanentes. 

En ese terreno, si muchas de esas categorías son obsoletas y no responden a los nuevos contextos internacionales, ¿qué hacen los estados democráticos por garantizar actualmente un adecuado trato a las personas que están inmersas en condición de inmigrantes?; o lo que es más importante, ¿qué mecanismos concretos se están desplegando para frenar las acciones racistas, xenófogas y discriminatorias que vulneran los DDHH de los migrantes?. 

La respuesta no hay que buscarla en la serie de normativas y convenios firmados sobre esta materia por los Estados que tienen formas democráticas de gobierno, pues la mayoría de ellos sacarán a relucir una impresionante documentación que por lo general nos remiten a ese “deber ser” que muchos lo aceptan y pocos lo concretan en la práctica institucional. Más importante aún es determinar cuáles han sido los procedimientos establecidos por los países que teniendo altos índices de migrantes y existido problemas vinculados con actitudes racistas, han podido reducir de manera participativa, consensuada y tolerante las complejidades y conflictividades generadas por estas situaciones.  

Un avance en este campo ha sido dejar atrás las clasificaciones selectivas de los inmigrantes que en varios casos negaban los derechos humanos de los migrantes. Este paso ha supuesto hacer extensivo la noción integral de derechos a esas personas, y elaborar políticas públicas coherentes con sus rasgos identitarios para proveer las necesidades de seguridad económica, subsistencia familiar, de salud, etc.; de tal forma que se pueda hablar de que las reglamentaciones nacionales e internacionales en materia de migraciones están acorde con los compromisos asumidos. Un segundo avance está referido a cambios en la cultura institucional que se ha traducido en un mejor trato a las personas que se encuentran en condición de migrantes, no sólo en el aspecto reglamentario, sino en el diseño de programas educativos extensivos, basados en valores democráticos como la tolerancia.

En todo caso, al hablar de gestión democrática, estamos apelando a la serie de medidas que podrán tomarse para lograr una adecuada permanencia de los migrantes en países receptores. En ese contexto, parecen existir tres escenarios donde se desenvolverá la cuestión del migrante. El primero, de carácter restrictivo, implicará que las acciones racistas y xenófobas continuarán por la falta de compromiso de los estados ante el problema y porque no se hace nada para cambiar las presiones políticas y la cultura intolerante de los racistas, lo cual implica que la vulnerabilidad de los DDHH de los migrantes continuará
; el segundo escenario, denominado híbrido, parte del supuesto de que la política del Estado se limitará a evitar declaraciones de corte racista o xenófoba, pero sin modificar los marcos normativos y la administración de los derechos humanos de los migrantes, es decir, no se trataría de un racismo abierto, sino de una forma de exclusión indirecta, económica y jurídica, limitándose con ello seriamente los derechos de esas personas (Casaravila 2000:26); y finalmente, un tercer escenario abierto, en el cual se acepten las migraciones como un asunto que debe ser abordado por las políticas públicas destinadas a la convivencia pacífica y aceptación de las diferencias identitarias de los migrantes, para de esa forma, pensar que la democracia si puede representar una manera humana de convivir sin el miedo al otro, sin racismos y discriminación, independientemente de que esas sociedades sean multiculturales o no. 

Ciudadanía y derechos humanos: restricciones o continuum

La posición de los migrantes en la estructura normativa de los derechos ciudadanos es algo confusa en la actualidad, ya que a pesar de ser miembros de hecho en las sociedades receptoras y contribuir a su desarrollo económico y cultural, no se ha generado por parte de los Estados nacionales un sistema pleno de integración que reconozca todas sus dimensiones identitarias: culturales, políticas y económicas. 

Contrario a lo que se pensaba, los migrantes que arribaron a distintos países en un primer momento para ayudarlos en la nueva era de integración económica regional e inserción globalizada, no han establecido una lógica de permanencia temporal en estos territorios; al contrario, las expectativas de vida y las demandas culturales que plantean actualmente ponen de manifiesto no sólo las intenciones de quedarse para rato, sino  las dificultades de varios países para procesar, de una parte, las exigibilidades universales en materia de derechos humanos de esos migrantes; y por otra parte, las normativas restrictivas internas de sus legislaciones respecto a los extranjeros. De esa manera, las nuevas realidades migratorias, derivadas de la transnacionalización, regionalización económica e interdependencia, han llevado a que el “problema” de integración de los migrantes haya tomado un creciente matiz político y evidenciado al mismo tiempo las limitaciones normativas que se asocian a la legitimación de sus derechos en varios ámbitos; pues la ausencia de un reconocimiento cultural específico, la aproximación nominal de sus derechos a los de la ciudadanía del país receptor y las barreras a la permanencia legal y a la nacionalización, definen la particular situación de desprotección en que se encuentran los migrantes en varios países de América Latina
.

Las políticas de integración dirigidas a los migrantes y los criterios que regulan la adquisición de derechos y en varias situaciones la nacionalidad, expresan las distintas estrategias desarrolladas en cada país para regular su permanencia e incorporación social. En esa perspectiva, la noción de incorporación alude a los modelos institucionales mediante los cuales se organiza la inserción en la sociedad y posibilita la participación en ella; no obstante, algunos de los rasgos más conflictivos de las políticas de integración están directamente vinculados con las dimensiones identitarias de esas poblaciones migrantes y con el papel que éstas juegan en las respectivas sociedades nacionales desde las que se interpreta la ciudadanía (Colom, 1998:247).

En efecto, al existir Estados que responden de distintas maneras a la dotación de derechos de ciudadanía para los extranjeros y migrantes, bien podría evaluarse el tipo de gestión pública que en materia de derechos humanos establecen esos estados. Básicamente, para nuestro caso, las políticas y acciones incorporadas serían: a) los criterios de adquisición y cualidades que se debe poseer para optar por la ciudadanía del país receptor; b) las actitudes políticas generadas por la sociedad y el Estado ante la diversidad étnica y cultural de los migrantes, refugiados y desplazados; c) las reacciones institucionales, tanto en las políticas públicas como en su gestión democrática, frente a la presencia de migrantes en esos territorios.    

Estas características que forman parte del contexto migratorio están atravesando actualmente por una fuerte tensión y debate. Por el lado de las corrientes liberales, existe la idea de que no se puede poner frenos a la libertad de movilización y tránsito de las personas, lo cual supone el reconocimiento de una igualdad de oportunidades y derechos a escala internacional; por otro lado, las posiciones utilitaristas, verán en la migración un problema que debe ser medido desde los costos y beneficios que su presencia implica para el funcionamiento de las sociedades receptoras. En todo caso e independientemente de los posicionamientos teóricos en filosofía del derecho, no se puede negar que la categoría ciudadanía multicultural, - que es además una experiencia relativamente reciente -, representa actualmente un reto para las políticas de integración de los Estados nacionales, ya que les corresponde conciliar la promoción de los DDHH y la aceptación de la política de la diferencia con sus sistemas normativos anclados en regímenes cívicos igualitarios. Es por esa razón que la comprensión de los derechos humanos y la expresión de una de sus formas, la ciudadanía integral
, deber ser ubicada entre las restricciones impuestas por diferentes países y la figura del “continuum” de derechos de las personas que es pretendido y exigido por el sistema internacional.

Para que ésta última condición se cumpla, las leyes nacionales deben incorporar una serie de cambios y potestades en sus normativas que permitan generar para los migrantes un tratamiento que vaya más allá del concepto reducido de ciudadanía local. Si aceptamos que los derechos humanos son políticamente neutrales en los países democráticos, entonces la aplicación de estos derechos tienen que ser pensados de manera diferente a los derechos constitucionales; a los derechos pertenecientes a ciertos tipos de instituciones políticas, tanto individualistas como asociacionistas; o los derechos basados en determinadas particularidades sociales, pues constituyen “una categoría especial de derechos de aplicación universal, difícilmente controvertibles en su intención general. Son parte de un razonable derecho de gentes y fijan límites a las instituciones domésticas exigidas por ese derecho a todos los pueblos. En este sentido, establecen la última frontera del derecho doméstico admisible en sociedades integrantes de buena fe de una justa sociedad de los pueblos” (Rawls 1998:74).

Desde esa perspectiva, la admisión de migrantes sin la correspondiente posibilidad de acceder a una ciudadanía en el corto plazo, plantea seriamente las limitaciones de la gestión democrática en los países receptores y dice mucho sobre el incumplimiento e irrespeto a los derechos humanos de esas personas que ven limitadas sus expectativas de vida y sus condiciones sociales
. 

Valores democráticos y cultura de la tolerancia

La tolerancia constituye un valor ético de la democracia y en las sociedades modernas representa el mínimo consenso social necesario para que un régimen funcione de manera adecuada; respetando los DDHH; descartando el uso de la violencia para la resolución de conflictos que se presenten al interno de la sociedad o fuera de ella; procesando las demandas y reivindicaciones culturales venidas de los sectores minoritarios que poseen identidades distintas a la dominante nacional;  y, canalizando las discrepancias políticas al terreno del Estado de derecho. En una democracia, la tolerancia es aceptada sobre todo como un deber ético, no sólo porque sea un instrumento útil o políticamente eficaz, sino porque implica la difusión de otras virtudes como el disenso, la voluntad de diálogo, el respeto a la diferencia cultural de las personas, y especialmente, basada en el principio de la reciprocidad, establece las condiciones para que opere la justicia distributiva e incorpore el intercambio entre desiguales de una serie de acciones en paridad. Aún más, en la perspectiva que se analiza, la igualdad en que se fundamenta la tolerancia no implica el simple reconocimiento del trato idéntico; significa considerar la presencia del “otro”, justamente en cuanto diverso, como un dato irrenunciable de la misma sociedad y de la democracia (Cisneros 1994:34).

Sin embargo,  la noción de  tolerancia aparece como una instancia general, otro “deber ser” donde se mezcla lo estatal, lo social y lo privado de acuerdo a las tradiciones liberales o del republicanismo cívico. Una nueva concepción implicaría desarrollar institucionalmente y en los entornos de la cultura de los países receptores de migrantes, esas “virtudes cívicas” de las que tanto se habla en ámbitos y espacios políticos; representaría un concepto pluralista que se refiera a los comportamientos y valores que en una democracia son necesarios para que no se vulneren los derechos humanos y las identidades diferenciadas que son débiles en la esfera pública; implicaría que la tolerancia no aparezca como un mero cálculo racional que esconda y confunda posturas indiferentes hacia el otro, al distinto, al advenedizo como que fuese tolerancia; y, finalmente, vendría a constituirse en un método universal de convivencia civil que se aplique en los distintos ámbitos de la vida social.

En ese contexto, si hablamos de la tolerancia como uno de los valores más importantes para la gestión de las democracias y de los DDHH, también debemos referirnos a los antivalores, entre los cuales se encuentran la intolerancia, la discriminación, el racismo y la xenofobia. A pesar de no poder establecer una vinculación directa entre intolerancias en sus distintos grados y regímenes autoritarios, pues en democracias consolidadas también existen demostraciones de racismo a los migrantes y diferentes, si podemos referirnos a las mentalidades y culturas de tipo autoritario y excluyente que en varios casos influyen en el desempeño de las instituciones e interpretaciones normativas de los Estados. 

En efecto, si consideramos que la política es la forma más idónea para garantizar a través de las leyes el respeto y la promoción de la tolerancia; la aceptación del pluralismo humano en todas sus dimensiones; el cumplimiento de los acuerdos establecidos por los países en materia de DDHH; la construcción de programas de bienestar para la sociedad; entonces nos encontraríamos ante una situación que cuestionaría la efectividad de esa manera de entender y hacer política, ya que parece existir una contradicción entre ese “deber ser” de la política y lo que muchos autores denominan cultura política, entendida como la serie de valores, interpretaciones e imágenes que tienen las personas sobre varios aspectos de su convivencia con las instituciones democráticas, con el Estado, con los partidos políticos y otros organismos públicos y privados de su sociedad.

Sin querer penetrar en el largo debate sobre la pertinencia conceptual de la noción de cultura política, sus usos y aplicaciones, en la actualidad existen consensos acerca de la importancia de la dimensión cultural en los procesos políticos de los diferentes Estados y naciones, especialmente en las multiculturales y pluriétnicas. Lo curioso del caso es que todavía no se ha podido establecer, dentro de la democracia y de sus ámbitos de intervención, expresada en los valores que institucionaliza y difunde en la población, las precisiones conceptuales y normativas para el tratamiento de la tensión generada entre política del reconocimiento igualitario, vinculada a la noción de ciudadanía igualitaria; y el de política de la diferencia que se sustenta en la pertinencia de la categoría identidad
. De ese modo, el impasse producido entre el deber ser, casi siempre normativo, y el hecho cultural asociado a los antivalores que se desarrollan en ordenes democráticos como la discriminación y el racismo, constituyen uno de los tópicos que preocupan no sólo a los estados, sino a una diversidad de organismos internacionales que tratan de establecer mecanismos y compromisos de solución frente a estos graves problemas.    

Este parece ser uno de los más grandes embrollos a los que deben enfrentarse, en términos prácticos y no simplemente declarativos, las instituciones y países que tienen como objetivo la elaboración de políticas públicas relacionadas con el problema de las migraciones y las acciones racistas, discriminatorias e intolerantes que se presentan en las sociedades. En ese campo, todos los esfuerzos colectivos e individuales que se realicen a través de una participación activa, redundará en la internalización y asunción de valores democráticos basados en la tolerancia que impliquen: no tratar de prescribir taxativamente en términos negativos y estigmatizantes a los migrantes, así como tampoco, pretender la asimilación de manera forzada a la cultura dominante a quienes en una sociedad receptora se identifiquen con una cultura distinta a ella, para de esa manera posibilitar que conserven sus identidades culturales diversas. Con estas lógicas se asegurará una convivencia auténtica, con la menor densidad de conflictividades sociales, ya que el tratamiento adecuado de las diferencias de diversa índole en un marco de institucionalidad tolerante, podrá penetrar el tejido social y expresará visiblemente la riqueza y los valores democráticos en contextos multiculturales.

EL TRAJIN DE LAS POLITICAS PUBLICAS

Una representativa cantidad de organismos internacionales como organizaciones no gubernamentales vienen trabajando, desde hace varias décadas y en distintos ámbitos, en una serie de programas y planes para lograr la implementación de políticas en materia de respeto a los derechos humanos.

La inclusión y desarrollo de estos derechos en diferentes programas institucionales que apoya buena parte de la comunidad internacional, mantuvo como objetivo final habilitar la acción de los Estados sobre estos temas de derechos y establecer las pautas para lograr la legitimación de las propuestas de las Naciones Unidas
 a través de la generación de un sistema de cooperación internacional con sus agencias especializadas, tanto en los espacios de la sociedad civil como de los mismos  Estados. 

Debe considerarse especialmente que, más allá de la obligatoriedad de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos que expresa el orden normativo interno para hacer posible el cumplimiento de esta condición de los programas; dicha obligatoriedad 

"comporta la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno goce y ejercicio de los derechos humanos y el deber de implementar una política protectora de esos derechos y prevención de su violación, la que debe traducirse en la adopción de iniciativas, mediante el ejercicio de la potestad reglamentaria, orientada, entre otros aspectos, a la formación profesional y regulación de procedimientos de control del comportamiento de los funcionarios estatales, en particular de los encargados de hacer cumplir la ley, la difusión del Contenido de las Convenciones ratificadas por el Estado, la inserción de los temas de derechos humanos en los programas de educación en los diferentes niveles del proceso formativo, la creación y el fortalecimiento de instituciones nacionales para la promoción y protección de los derechos humanos" (González 1999:72). 

Dentro del marco referente a las poblaciones de migrantes, refugiados y desplazados, la acción de los organismos se orienta a la implementación de sistemas de alerta y denuncia frente a los recurrentes actos de racismo, xenofobia y discriminación, así como otras formas conexas de intolerancia. Afirma además su accionar en la definición de políticas nacionales, estrategias y acciones conjuntas que implementen las disposiciones de los DDHH en el campo migratorio. Entre las iniciativas consolidadas por las Naciones Unidas en esta materia, se destaca la adopción en 1990 de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. La Convención abrió un nuevo capitulo en la historia de la labor emprendida para establecer los derechos de los trabajadores migratorios y garantizar la protección y el respeto de esos derechos. Constituye un tratado internacional de carácter global, inspirado en los acuerdos jurídicamente vinculantes existentes; en estudios de las Naciones Unidas sobre DDHH; en conclusiones y recomendaciones de reuniones de expertos y en los debates celebrados y las resoluciones aprobadas en los órganos de las Naciones Unidas sobre la cuestión de los trabajadores migratorios.


En la última década, este organismo también ha participado en muchas otras actividades vinculadas a las migraciones
. Actualmente  se destaca la función del Consejo Económico y Social (ECOSOC) en vistas de preparar la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y Otras Formas Conexas de Intolerancia en el año 2001.

Como ya se señaló, la cooperación internacional constituye un eje esencial para el cumplimiento de los DDHH y libertades fundamentales, elemento clave en la lucha contra el racismo, discriminación racial, xenofobia y otras formas conexas de intolerancia. En líneas generales, los principales instrumentos adoptados
 por el conjunto de organismos internacionales sobre esta temática, son  los siguientes: 

· Convención de las Naciones Unidas para la Eliminación del Racismo y la Discriminación Racial.

· Convención 111 de la OIT sobre Discriminación.

· Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 relativo al Estatus de los Refugiados.

· Convención Internacional de 1990 sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migrantes y miembros de sus Familias.

· Convenciones 97 y 143 de la OIT sobre la Protección de los Trabajadores Migrantes, entre otras, como la Declaración de la OIT de los Principios Fundamentales y Derechos en el Trabajo. 

Por último, se destaca el abordaje de un conjunto de políticas que incorporan la perspectiva de las víctimas como premisa central, especialmente en atención a mujeres y niños, víctimas en muchas ocasiones de múltiples formas de discriminación
.

Paralelamente al impulso de estas propuestas de carácter universal, en el plano regional o al interior de los Estados, los organismos internacionales han brindado asistencia a la implementación de políticas en el campo de las migraciones. La OIT, por ejemplo, ha ejecutado varios análisis de políticas y directivas en respuesta a solicitudes de los mandantes sobre la aplicación o el mejoramiento de las políticas migratorias nacionales, bilaterales y/o regionales, y también de asistencia a las organizaciones de trabajadores y de empleadores
. 

Por otra parte, las agencias de Naciones Unidas en conjunto con otros organismos internacionales como la Organización Internacional para las Migraciones -OIM-, reunidos en Costa Rica en septiembre del 2.000, han realizado un Foro Simultáneo, titulado: "La Sociedad Civil, hacia nuevas formas de Cooperación"
. El objetivo general del encuentro apuntaba hacia la consolidación de un espacio de discusión y concertación sobre políticas y acciones de las organizaciones de la sociedad civil en el hemisferio en torno a las cuestiones de la migración internacional, con vistas a construir una agenda común que incluya una adecuada articulación de las organizaciones y de los proyectos estratégicos en América Latina.
Dentro de las propuestas consideraron esencial promover un mayor entendimiento y compromiso de las acciones desplegadas sobre la relación existente entre migración y desarrollo en el hemisferio, enfocando particularmente la atención en los problemas de la globalización, los derechos humanos y el tráfico de migrantes a través de la concreción de un programa de trabajo y mecanismos de seguimiento que contribuyan a enfrentar los desafíos que la migración internacional impone a las organizaciones de la sociedad civil en el  hemisferio. Para que este marco se sustente, plantearon la necesidad de propiciar un debate entre las organizaciones de la sociedad civil para potenciar una nueva relación, no sólo entre las organizaciones hemisféricas, sino con los Estados y las instancias multilaterales, que posibilite abrir caminos y formas de colaboración en el diseño y la instrumentación de las políticas sobre migraciones internacionales.

Debe reconocerse también el trabajo realizado por diferentes organizaciones no gubernamentales del continente. Su campo de acción se encuentra vinculado directamente en aquellas áreas donde la actuación de los organismos internacionales queda limitada, sobre todo en casos de discriminación, violencia o explotación contra migrantes fundamentalmente no legales. Se destaca su función de enlace entre estos grupos y el Estado, en términos de información de derechos y como mecanismo de presión frente a los países receptores para que apliquen y ratifiquen más activamente lo dispuesto por los organismos internacionales en esta materia. Inclusive, cabe señalar, que las organizaciones no gubernamentales están insertas en la promoción de las normas internacionales sobre DDHH, ya que han sido partícipes en su elaboración y en la presión que realizan sobre los Estados.

Los campos de intervención de las políticas sociales

a) Trabajo, discriminación, abuso y maltrato laboral.

Una de las causas de la discriminación laboral de los flujos migratorios, radica en el desconocimiento previo a la partida de las condiciones legales y de vida hacia el país de destino. Esto se traduce en la aplicación de actos inhumanos o degradantes, sobre todo con el migrante ilegal por parte de agentes privados y estatales. Las Naciones Unidas, frente a este problema, han incitado a los Estados nacionales a establecer "condiciones satisfactorias, equitativas y dignas" para los migrantes trabajadores y sus familiares mediante la formulación de políticas sobre migración; intercambio de información con otros Estados partes; suministro de información a empleadores trabajadores y sus organizaciones acerca de las políticas, leyes y reglamentos relativos a la migración; y  asistencia a los trabajadores migratorios y sus familiares. 

Por su parte, la OIT reconoce la explotación en el ámbito del trabajo. Hay explotación cuando, por ejemplo, dicho trato tiene graves consecuencias pecuniarias o de otra índole; cuando los trabajadores migrantes son sometidos a condiciones de trabajo y de vida muy duras e intolerables o deben enfrentar peligros para su seguridad personal y su vida; se les impone a los trabajadores la transferencia de sus ingresos sin su consentimiento; los candidatos a la emigración son engañados para que acepten un empleo con promesas falsas; los trabajadores migrantes sufren un tratamiento indigno o las mujeres sufren abusos o son obligadas a ejercer la prostitución, etc. En tal sentido, propone la  igualdad de trato entre los trabajadores nacionales y los trabajadores migrantes, que supone desarrollar y fortalecer determinadas instituciones, procedimientos y reglamentos nacionales relativos a la contratación, empleo y regreso de la mano de obra extranjera, así como el establecimiento de mecanismos para fomentar la integración de los trabajadores migrantes a largo plazo y para regular las actividades de las agencias de empleo privadas. Esto supone luchar contra la discriminación extraoficial o "de facto", que resulta en una desigualdad en el trato a los trabajadores migratorios mediante la aplicación de normas internacionales en el marco de la legislación constitucional y nacional de los Estados de acogida
.

Se pone énfasis al grupo de trabajadores ilegales, sobre todo en las medidas de expulsión a las que se puedan ver expuestos por parte de los Estados. Importa entonces destacar la relación entre la soberanía nacional y la migración indocumentada, o a los problemas derivados de la trata de migrantes respecto a su falta de poder, que se traduce en condiciones impuestas por la estructura burocrática administrativa de un país. En este cometido la función habilitadora de la protección de los derechos humanos juega un papel fundamental.
b) Salud,  seguridad jurídica e igualdad de genero

Los organismos además han jugado un papel fundamental en la implementación de una política que garantice la igualdad de trato en cuestiones como el empleo y la ocupación, educación, salud, seguridad social y los derechos jurídicos, sindicales y culturales de los trabajadores migrantes respecto a los nacionales. La integración y el multiculturalismo se constituyen desde esta perspectiva en uno de los objetivos básicos de las políticas sociales para crear una sociedad en la que todos los residentes puedan participar en igualdad de condiciones a fin de crear una sociedad heterogénea estable y sin conflictos.

Para las Naciones Unidas ha cobrado vital importancia detenerse en la situación de las trabajadoras migratorias
, ya que muchas de ellas han sido víctimas de la violencia, abuso y explotación, sobre la base de diferencias de género y de una reglamentación de la mano de obra informal en los Estados que muchas veces origina una dependencia de las trabajadoras migrantes con el empleador. Han manifestado un llamamiento a los Estados para que reconociera la vulnerabilidad ante la violencia y otras formas de malos tratos de esas mujeres y que tomaran medidas positivas para reglamentar la actuación de las agencias de contratación privadas de trabajadoras migratorias. Además, que se establecieran programas de asistencia jurídica, social y educacional para las mujeres migrantes y que se cumplan las normativas laborales para este sector, pues generalmente escapan a la protección de las disposiciones laborales y en particular del Código de Trabajo, sin discriminación de nacionalidad, raza, religión o sexo.

Otro sector vulnerable lo constituyen los niños, en especial los niños desplazados. En tal sentido, se recurre a la cooperación y solidaridad internacional para apoyar la aplicación de todos los instrumentos internacionales en forma prioritaria. 

c) Discriminación, racismo e integración cultural

Dentro de las propuestas de intervención en materia de integración social de los migrantes, las Naciones Unidas y sus agencias especializadas promulgan el derecho a la libertad de pensamiento y expresión; de conciencia y de religión en todas sus formas, sin sometimiento a coacción alguna, salvo las establecidas por la ley que son necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud y la moral públicos o los derechos y las libertades fundamentales de los demás. 

Otras medidas apuntan a prevenir toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia por medio del establecimiento de estereotipos, prejuicios, racismo, xenofobia, ignorancia y discriminación institucionalizada y la indiferencia frente a significados despectivos tendientes a justificar las distinciones entre los "nacionales" y los no nacionales o migrantes. A esos usos corresponderían una serie de representaciones que deben ser desentrañadas por medio de acciones concretas de promoción decidida de los DDHH y la democracia. También se pone énfasis al respeto de la identidad cultural de los trabajadores migratorios y de sus familiares. Para los hijos de los trabajadores migratorios, se establece el derecho a tener un nombre, registro de su nacimiento y a tener una nacionalidad, así como el acceso a la educación en condiciones de igualdad de trato con los nacionales del Estado de que se trate.

¿PROPUESTAS POSIBLES? : UNA TAREA CONJUNTA

Hacia una real gestión democrática de los gobiernos
En este posible escenario, se aceptarían las migraciones como un asunto que debe ser abordado por las políticas públicas destinadas a la convivencia pacífica y aceptación de las diferencias identitarias de los migrantes. Es una forma de pensar que la democracia si puede representar una manera humana de convivir sin el miedo al otro, sin racismos y discriminación, independientemente de que esas sociedades sean multiculturales o no. 

Para que ello sea posible, el migrante debe ser tratado como nacional al interior de los Estados. Resulta además indispensable, la adopción, implementación y cumplimiento de los estándares internacionales que aseguren la no discriminación y la protección de los derechos básicos y dignidad de todas las personas presentes en el territorio nacional. 

Las perspectivas de acción dentro de este escenario deben apuntar a una evaluación social participativa de los migrantes
, a fin de cotejar los convenios realizados en el ámbito de las políticas públicas al interior de los Estados nacionales y en un futuro próximo, al interior de los bloques regionales. De esta forma, será posible impulsar un sistema de monitoreo u observación de las violaciones a los DDHH a los grupos migratorios, incluidos los refugiados y desplazados, sobre todo en términos de racismo, xenofobia u otras formas de intolerancia. Este sistema de  información puede resultar altamente eficaz al permitir la existencia de una alerta temprana de posibles conflictos sociales al interior de los países, sobre todo si se acompaña de mecanismos de acción eficaces. 

La consolidación de una democracia participativa, implica entonces, el involucramiento y participación ciudadana con sus diferentes identidades culturales, permitiendo la generación de espacios de rendición de cuentas y exigibilidad de derechos. No cabe duda que este proceso conduce a una mejora en la gestión democrática para todos los países, en la medida que no sólo se amplían los derechos sino que profundizan los valores de la diferencia, la tolerancia y la convivencia pacífica.

Como complemento, el Estado y sus instituciones deben impulsar una fuerte campaña en el campo de la educación formal e informal, utilizando todos los medios de comunicación masivos, incluyendo Internet para la ciudadanía en su conjunto, que tenga como bandera el respeto y tolerancia frente a la diferencia, puesto que toda forma de discriminación e intolerancia "de facto" se acompaña de fuertes componentes psicológicos y sociales.  

Adicionalmente se pueden promover otras acciones necesarias:

· Descartar el uso de la violencia para la resolución de conflictos. Se incluye la eliminación del trato discriminatorio por parte de autoridades públicas (policía, otros funcionarios de la ley, personal migratorio, empleados de aeropuertos y aerolíneas) y la utilización de medidas físicas abusivas durante las deportaciones.

·  Procesar las demandas y reivindicaciones culturales venidas de los sectores minoritarios que poseen identidades distintas a la dominante nacional.

· Elaboración de un diagnostico sobre las dimensiones y las implicaciones de la participación de la mujer en la migración en los países de la región e impulsar programas de prevención y protección para la mujer y el niño migrante que garanticen su seguridad, y el reconocimiento y respeto de sus derechos humanos.

· Generación de fuentes de información confiables, así como el desarrollo de metodologías  imaginativas que ayuden a superar - en algún grado- las dificultades que impone la naturaleza predominante de los movimientos de indocumentados, por lo tanto, ausentes en los registros oficiales
. También deben considerarse estadísticas en forma desagregada - edad, sexo, etc.-, a fin de evaluar la complejidad del fenómeno migratorio.
· Evitar que existan contradicciones entre el "deber ser" de la política y la cultura política, en especial sobre la noción de ciudadanía igualitaria.
· Realizar esfuerzos para la consolidación de una participación activa que involucre la asunción de valores democráticos basados en la tolerancia que evite la utilización de  estigmas en la sociedad y en los medios de comunicación.

Estos son los nuevos desafíos para la emergencia, consolidación y reconocimiento de las nuevas sociedades multirraciales, multiétnicas y multiculturales, sustentadas en el marco de una  relación que vincule al Estado, el desarrollo y la democracia, ya que sin desarrollo y sin democracia, no podía decirse que una sociedad de este tipo sea capaz de consolidarse. 

El papel de los tratados y organismos internacionales 

El número de adhesiones y ratificaciones de la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares no ha sido suficiente para que la Convención entre en vigor. Los progresos en la aplicación de los instrumentos internacionales sobre la protección de la población migrante han sido limitados y los problemas relativos a la violación de los DDHH de la población migrante han persistido. En muchas partes del mundo, sigue constituyendo un objeto de discriminación y los ilegales, además, no han recibido una protección social adecuada. 

Se reconoce entonces que la Cooperación internacional es una condición indispensable para combatir eficazmente el racismo, la discriminación racial, la xenofobia, y las formas conexas de intolerancia. Debe agregarse la implementación de una estrategia mundial que cuente con el concurso de los Estados, organizaciones internacionales, instituciones financieras internacionales, organismos regionales, organizaciones no gubernamentales y otros actores de la sociedad civil de todos los países del mundo, pero particularmente la de las víctimas del racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia.  

La cooperación de los Estados con los órganos de vigilancia creados en virtud de los tratados a través de un diálogo constructivo y transparente resulta indispensable, así como también la compatibilidad de sus legislaciones internas con el marco internacional, evitando contradicciones. Pero además deben reforzar su posición frente a los Estados sobre el significado del derecho al libre tránsito y permanencia de las personas con identidades diferenciadas en los países receptores. De esa forma se construye el combate abierto contra el racismo y sus formas conexas

Redefinición de la Justicia 

En el ámbito judicial, el ejercicio efectivo del  derecho a la igualdad de trato está acompañado de un igual acceso a los tribunales y oficinas del ombudsman
 en las mismas condiciones para los migrantes y nacionales. Debe considerarse la participación de las organizaciones de la sociedad civil a fin de elaborar una política nacional de DDHH que contemple la perspectiva de los migrantes. Pero para que ello sea posible, es decir, un pleno ejercicio de esos derechos, la función fundamental del ombudsman es insistir e invocar la incorporación de las normas internacionales a la legislación nacional, sin necesidad de invocar a una regulación expresa  al respecto.

La aplicación de estas medidas resultan necesarias para el reconocimiento por parte de los Estados, de que la impunidad respecto a actos de violencia y delitos motivados por actitudes racistas
, xenófobas o discriminatorias, contribuyen a debilitar el imperio de la Ley, socava los derechos de las víctimas de esos delitos y alienta la reiteración de los mismos. Tanto la justicia civil como la penal deben estimular su funcionamiento en el caso de estafas, alquileres abusivos, trabajo esclavo, extorsiones policiales, préstamos usureros para los extranjeros, al igual que las prácticas discriminatorias.

Respecto a la inmigración ilegal, debe reconocerse el origen de la misma en la red de organizaciones de tráfico de migrantes que operan y se sustentan sobre la base de falsas promesas, y en las empresas privadas que se benefician de su situación, explotando al trabajador, sobre todo por su condición de vulnerabilidad. Estos delitos deben estar contemplados en el código penal para implementar un justo castigo a los infractores.  

Además, deben promover medidas, a nivel nacional e internacional, para impedir la trata y el transporte ilícito en particular de mujeres y niños, con fines de prostitución, explotación económica y cualquier otra forma de trabajo ilegal como la servidumbre doméstica y el trabajo forzoso. Particularmente se alienta a los Estados a que introduzcan sanciones penales, civiles, laborales y administrativas, o refuercen las ya vigentes, con el fin de castigar a los responsables de los daños causados a mujeres y niñas migrantes, víctimas de cualquier tipo de violencia en los diferentes ámbitos dónde se desenvuelva.

Apuntando hacia una verdadera integración regional

Las políticas de los Estados y de los mecanismos de integración regional deben estar coordinadas. Uno de estas acciones podría dirigirse hacia la generación de espacios de participación y decisión a los organismos de la sociedad civil que trabajen con la población migrante. De esa manera se amplia la cooperación en la elaboración, revisión y monitoreo de las políticas migratorias nacionales y regionales.

Desde la perspectiva de las políticas migratorias pueden presentarse dos alternativas extremas en vistas de la integración regional. La primera consistiría en una completa libertad migratoria. Este es el caso de la Unión Europea, pero aplicada solamente a los ciudadanos de los países miembros, sin hacerla extensiva a los extranjeros. La segunda es la completa prohibición de inmigrantes, lo que constituye una improbable actitud autárquica, solo aplicable en el marco de las relaciones autoritarias en el plano internacional
.

En el contexto latinoamericano podríamos referirnos a la emergencia de bloques subregionales cuyas reglas del juego, al menos propositivas, implicarían la adopción de un regionalismo multidimensional que vaya más allá del regionalismo abierto en materia económica al incorporar dimensiones políticas, sociales y culturales
. Pero esto no se logra con el mero reconocimiento de la libertad migratoria. Resulta necesario asegurar y reconocer un conjunto de derechos socio - laborales y garantías socioeconómicas vinculadas con la salud, la educación y el bienestar social. 

La existencia de una fuerte carencia de formulaciones en términos de los impactos de la constitución de grupos regionales en la aplicación del principio de igualdad de oportunidades y trato equitativo en términos de movilidad del trabajo, defensa de los DDHH, profundización democrática, conduce a planear un futuro escenario donde las integraciones regionales sean más completas en este ámbito. 
Aún cuando el Mercado Común del Sur (MERCOSUR)
 ha adoptado un acuerdo en 1995 destinado a regular las migraciones dentro de la región, y la Comunidad Andina de Naciones (CAN) en 1996 implementó la Tarjeta Andina de Migración (TAM) a fin de facilitar los trámites migratorios dentro de la subregión, éstos son acuerdos formales para los nacionales en el marco de las integraciones regionales, ya que persisten las diferencias intra-regionales que muchas veces involucran a los trabajadores de frontera, que impiden la movilidad bajo los parámetros de estas nuevas formas de territorialidad. Los países por lo general establecen un mejor tratamiento a los trabajadores de países del mismo acuerdo regional que a trabajadores de países fuera del mismo. 

Debe reconocerse que han existido diálogos en los países latinoamericanos fuera de los acuerdos regionales, en referencia al tema migratorio. Uno de ellos fue el Encuentro sudamericano sobre Migraciones, Integración y Desarrollo, realizado en Lima en 1999, y el otro fue, en seguimiento a este acuerdo, la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, realizada en Buenos Aires en  el 2.000. Cabe destacar que en esta última se acordó "abordar la problemática migratoria de la región a través de diálogo multilateral abierto que promuevan la reflexión y la coordinación de políticas y acciones entre países que comparten esa problemática, mediante el ejercicio pleno de la cooperación regional para fortalecer los actuales procesos de integración y desarrollo que se dan en la región". 

Por otra parte, retomando el principio de protección de los DDHH, reafirman que "los programas de difusión de los derechos de los migrantes a través de los gobiernos y la sociedad civil, la concertación entre países receptores y emisores de migrantes, la promoción de la migración ordenada y planificada como solución a la migración irregular y la lucha contra el tráfico de seres humanos, emergen como políticas responsables".

Uno de los desafíos que se presentan en la órbita latinoamericana, en marcado contraste con los acuerdos de la Comunidad Europea, es que las asimetrías existentes entre los países y regiones subnacionales integrantes de un mismo acuerdo son más pronunciadas, y no se prevén por ahora recursos "comunitarios" para reducirlas. Y por otra parte,  la propensión migratoria de mano de obra no calificada puede resultar intensa debido a factores "expulsores" de naturaleza económica e inclusive política. Son todas cuestiones que dan un tinte relativo a la libertad migratoria propuesta, pues cuanto mayores sean las asimetrías en materia de ingresos, salud y educación, mayor será el flujo potencial desde las regiones desfavorecidas hacia las más desarrolladas (Di Fillipo, 2000).

Esta cuestión desentraña difíciles problemáticas en este ámbito que urgen ser retomadas. Independientemente de las libertades de trabajo regionales propuestas, y del número de migrantes que se desplacen al interior del bloque regional, deben existir un recíproco reconocimiento de los derechos sociales. Esto sólo puede lograrse si los Estados de la región establecen programas antidiscriminación que promuevan la igualdad de oportunidades a favor de los ciudadanos de los países, de las minorías étnicas, poblaciones indígenas, y otros grupos migrantes. Son procesos que requieren la colaboración de instituciones nacionales e internacionales en el marco  de la lucha contra la discriminación, en un proceso de diálogo, intercambio de experiencias y cooperación.
� Se trata de una manifestación enmascarada que se hace presente en textos de distinta naturaleza, incluyendo los mensajes masmediáticos. “Pero su aspecto más notable –que también obliga a buscar modalidades sutiles para obtener información válida- es la forma en que muchas veces los discriminados registran y expresan la descalificación, los prejuicios y rechazos que reciben. Se advierte un esfuerzo por evitar el registro y la manifestación discursiva de que son objeto de discriminación, observándose diversos recursos elusivos y desviatorios”. Margulis Mario. “Cultura y discriminación social en la época de globalización” en: Nueva Sociedad N°152, Caracas, 1997, pag. 152. 


� La década de los noventa constituyó una etapa floreciente para la firma de acuerdos de libre comercio y para actualizar los tratados de integración que habían permanecido inmovilizados por varios años entre varios países de la región. El TLC entre México y EEUU, la reactivación de la Comunidad Andina de Naciones, el Mercosur, los convenios establecidos en el Caricom, el grupo de los Tres, etc., son algunos ejemplos de la voluntad por generar mecanismos de coordinación de políticas económicas sectoriales amparadas en el deseo de eliminar las barreras proteccionistas y los aranceles a los bienes y servicios producidos por los países miembros, restringiendo a su vez, las producciones de bienes y servicios de los países que no suscriben los acuerdos. 


� Son varios los países que han sufrido las consecuencias de la crisis financiera internacional. Los ejemplos del "efecto tequila" y su impacto en la dinámica económica regional; la devaluación del real en Brasil que trajo consecuencias negativas para el desempeño industrial de Argentina; los efectos sociales de la dolarización en Ecuador; la fuga de capitales del Perú;  la caída de la inversión en Colombia, etc.; son factores que inciden en la producción y atentan contra la estabilidad democrática de los gobiernos al generar movilizaciones populares y demandas ciudadanas que tienen entre sus principales objetivos, la defensa de las fuentes de trabajo. 


� El término identidad excluyente indica una "forma de agregación social en la cual el nosotros aparece como una figura social fijada en el tiempo, en un sistema abstracto, indeterminado y mítico. El Otro, a la vez, no es percibido nunca como un actor real: es naturalizado, objetivado o bien asociado con un principio meta social (el mal, la decadencia, el diablo...). Defensoras del pasado o de las tradiciones, las identidades excluyentes se asumen generalmente como víctimas de un proceso de cambio sociocultural que las amenaza, que pone en peligro su integridad. Con ese argumento renuevan las prácticas de discriminación, promueven la segregación y la autosegregación. Para su afirmación, trazan fronteras intransitables en torno al Nosotros y fijan a los demás estereotipos". (París 1999: 60).  


� Sobre este aspecto la importante obra de Benedict Anderson, Comunidades Imaginadas, los orígenes del nacionalismo,  FCE, México, 1993.


� Eric Hobswam, Naciones y nacionalismos desde 1780, Gallimard, París, 1990, (citado en: París: 1999: 65).


� Una interesante aproximación al debate mencionado se la encuentra en: Llobera Josep, El dios de la modernidad: El desarrollo del nacionalismo en Europa occidental, Cap II y III.


� Varios países han tratado de modificar sus normativas para la permanencia de extranjeros, migrantes, refugiados y desplazados. Una serie de intentos por establecer cambios legales restrictivos en las políticas de inmigración, como en el caso argentino en 1999, denotan una serie de tensiones y racismos respecto a la presencia de trabajadores foráneos. El gobierno chileno, aunque de forma no oficial, ha puesto trabas a la presencia de inmigrantes peruanos, bolivianos y ecuatorianos en su territorio. México, por su parte, conserva duros tratamientos legales para la migración centroamericana y sur americana.


� Resulta sorprendente la presencia de múltiples situaciones adversas a lo que se supone representa la idea de  democracia. El retorno y persistencia de ciertas formas autoritarias de gobierno que se escudan en el concepto de democracia formal; los elevados índices de pobreza y exclusión en los que están inmersos amplios sectores de la población; la deslegitimación de instituciones como el sistema de partidos o el funcionamiento inequitativo de los órganos de justicia; la permanencia de una corrupción sistémica; son entre otros, elementos que contradicen la figura de la democracia como una manera de alcanzar la plenitud del cumplimiento de los derechos humanos. 


� Archibugi, Daniele, sostiene que es muy difícil establecer quien otorga una certificación democrática a los países, ya que unos se asumirán más democráticos que otros. Lo que sí se puede realizar es la potenciación efectiva de la red de organismos intergubernamentales que, basados en la noción de injerencia humanitaria, tengan las potestades jurídicas y políticas para exigir el cumplimento de procedimientos democráticos, incluso, superando la barrera de la soberanía estatal. Archibugi, “La democracia cosmopolita” en: Revista Leviatán N° , Madrid 1999.  Para un mayor desarrollo de estas ideas revisar el trabajo de David Held, La democracia y el orden global, Capítulo X.


� Una consecuencia de este escenario puede ser la tendencia a la ghetización de los migrantes como mecanismo de defensa ante la pasividad de las instituciones oficiales.


� Existen diversas situaciones en el tratamiento legal de los migrantes en los países latinoamericanos. A pesar de que la región se ha caracterizado por ser una fuente de emigración hacia Europa y EEUU, también existen procesos migratorios intra regionales, especialmente de los países andinos al cono sur y desde Centro América a México.  En varios de ellos se han endurecido los requisitos para la permanencia legal de los extranjeros y migrantes, incluso los que hasta hace pocos años mantenían una política recíproca en términos binacionales. Un ejemplo de este fenómeno es la obligatoriedad de poseer visa como condición de ingreso a países que no la exigían. El caso de los países centroamericanos respecto a ciudadanos sudamericanos, principalmente colombianos, ecuatorianos, peruanos y bolivianos,  es un dato relevante en el cambio de actitud. En países como Chile y Argentina, aunque no se declare abiertamente las restricciones de ingreso, existe una actitud oculta que discrimina al extranjero por el tipo de país al que pertenece y que coincide, por lo general, con los estados limítrofes andinos. En términos generales podría mencionarse que ninguno de los países latinoamericanos, mantienen entre sí, la figura de la doble nacionalidad que es aceptada por otros estados extra regionales.  


� Una de las posibles maneras de entender la ciudadanía total y global como parte integrante de la democracia moderna consiste en superar, tanto la concepción de ciudadanía de la tradición liberal como la de la tradición del republicanismo cívico. Ello no implica reemplazar una tradición por otra, ni desecharlas, sino más bien inspirarse en ambas y en tratar de combinar sus instituciones y fortalezas conceptuales para arribar a una nueva concepción de ciudadanía, adecuada a un proyecto de democracia radical y plural (Mouffe 1999:91).     


� En términos generales, los proyectos modernizadores de varios países latinoamericanos mantienen una selectividad en relación al problema migratorio, ya que organizan esta selección según la capacidad de dar trabajo al menor costo y conquistar consumidores más que desarrollar la ciudadanía. La competencia y la discriminación en el mercado prevalecen sobre la universalidad de derechos políticos y sociales. Por tanto, aún cuando en estos días se habla mucho más de integración entre países latinoamericanos,  se realizan acuerdos más concretos que en cualquier época anterior, la apertura a los otros, la construcción de una interculturalidad democrática, está más subordinada al mercado que en cualquier tiempo previo (García Canclini, 1999: 82).


� Para una profundización del análisis de estos temas, ver: Charles Taylor, El multiculturalismo y la política del reconocimiento, Fondo Económico de Cultura, México, D,F, 1993. También el trabajo de Will Kymlicka , Ciudadanía multicultural, Paidós, Barcelona, 1996.


� Pinto, M: "El Derecho Internacional de los Derechos Humanos", en: Seguridad Nacional y Derechos Humanos , Comisión Andina de Juristas, Lima, CAJ, 1999.


� A modo de ejemplo: Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993; la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo, El Cairo 1994; la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social, Copenhague 1995;� HIPERVÍNCULO "http://www.ilo.org/public/spanish/standards/relm/ilc/ilc87/" \l "N_30_" �� y, la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing 1995. En todas ellas se abordó la cuestión de las migraciones internacionales.


� Estas declaraciones surgen porque existen ciertos asuntos de carácter moral, político, preventivo, etc., que no son asumidos por los Estados como obligaciones de carácter jurídico internacional por medio de tratados, pero que requieren un compromiso político, "y es por eso que las declaraciones o resoluciones adoptadas por las organizaciones internacionales, adquieren una amplia dimensión de principios con importancia para las relaciones internacionales, los cuáles pueden llegar a dar lugar a la adopción de instrumentos jurídicamente obligatorios" (Ramírez Bulla,. 1997: 355)


� Por ejemplo se destacan las propuestas presentadas en "Further actions and initiatives to implement the Beijing Declaration and the Platform for Action", 2000, que enfatiza acciones sobre la mujer trabajadora migrante. 


� Entre los ejemplos recientes  las misiones a Costa Rica y Nicaragua a fines de 1995 para ayudar a los gobiernos en los esfuerzos emprendidos para hacer frente a las corrientes migratorias clandestinas entre ambos países. También se han recibido peticiones de este tipo de asistencia por parte de los países de las regiones del Caribe.


� La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), a través del Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE- División de Población), y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), realizaron un Simposio sobre Migración Internacional en las Américas. Para el presente trabajo se tomarán en cuenta los objetivos propuestos en marco del Foro Simultáneo "La Sociedad Civil: Hacia Nuevas Formas de  Cooperación Hemisférica en el Tema Migratorio", San José de Costa Rica, septiembre del 2000.





� Documento presentado a la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías por la OIT en 1995.


� Pese a que muchos países han adoptado estrategias nacionales para la aplicación de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, inclusive recomendaciones de política generales y planes concretos de acción, el mejoramiento de la condición de la mujer y el fomento de la igualdad entre los géneros han sido lentos y desiguales. La violencia contra la mujer y la niña en todas sus formas es un problema persistente en todos los países, obstaculiza la integración social y el aumento de la igualdad entre los géneros e impide que la mujer disfrute plenamente de sus derechos humanos.


� Para lograr un sistema de equidad en el marco de un sistema integrador, que contraste con medidas restrictivas en el campo migratorio, y que por ende conduzca a una efectiva defensa de los Derechos Humanos, una profundización de la democracia y a una integración regional más completa, es menester implementar un proceso de "evaluación social participativa de los migrantes, según la cual leyes y convenios pudieran cotejarse no sólo con relación a su adecuación formal al lenguaje de la diplomacia y la política, sino en función de sus efectos prácticos, experimentados por los sujetos afectados". (Casaravilla, 2000: 29)


� Castillo, M.: "Tendencias recientes y políticas hacia las migraciones centroamericanas: una mirada desde el norte". Informe presentado en el Taller Centroamérica 2020, San Salvador, 1999.


� En aquellos países de América Latina dónde han incluido la figura del Ombudsman en su institucionalidad estatal, ésta entidad tiene que ser independiente, no subordinada a los poderes constituidos y tener especial énfasis en su papel de catalizador de los procesos de pacificación y robustecimiento de la democracia (INREDH, 1997:41)


� En algunos países, el factor racial constituye un elemento para la aplicación inequitativa de la justicia. Existen muchas situaciones comprobadas de una "cultura institucional" no reconocida que juzga según la apariencia identitaria.


� Para la ampliación de este tema se recomienda Di Fillipo, A.: "Globalización, integración regional y migraciones", ponencia presentada en el Simposio sobre  migración internacional en las Américas, Costa Rica, 2000.


� Ibid


� De acuerdo al Programa de Acción del MERCOSUR hasta el Año 2000 (MERCOSUR/CMC/DEC. Nº 9/95), se estipula en el inc.3.9 que "El avance del proceso de integración hacia la conformación de un Mercado Común requerirá un tratamiento creciente del tema de las migraciones en sus diferentes aspectos, entre los cuales pueden ser mencionados el de los controles en frontera y el examen de la posibilidad de coordinación de las políticas migratorias de los Estados Partes". El tratamiento en esta materia funciona en el ámbito del SGT 10 "Asuntos Laborales, Empleo y Seguridad Social", donde si bien se preveía un tratamiento creciente del tema de las migraciones fronterizas, poco se ha avanzado. Hasta 1999 el Sub Grupo de trabajo, se encontraba en la etapa de estudio del diagnóstico de las migraciones fronterizas.
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